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Como sabemos a la hora de reclamar a la 
empresa una cantidad por impagos (horas 
extra, pluses, nóminas, finiquitos…) es muy 
importante tener controlados los plazos, 
para no perder un derecho por reclamarlo 
fuera de tiempo.

El plazo para reclamar que regula el Estatuto de los Trabajadores 
(en adelante, “ET”) en el artículo 59 apartado 2 sobre las acciones 
derivadas del contrato de trabajo que no tengan señalado plazo 
especial es el de un año desde su terminación.

Para que el plazo de un año deje de correr, el trabajador debe 
reclamar de forma fehaciente la cantidad que le debe la empresa. 
¿Y qué se entiende por “forma fehaciente”?  Pues una reclamación 
que luego se pueda demostrar claramente que se produjo.
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Aunque un año parece un plazo muy largo, 
en la práctica es relativamente habitual 
que los trabajadores pierdan derechos por 
no reclamarlos a tiempo, pasando el plazo 
concedido al efecto.

Ahora bien, si la acción se ejercita para 
exigir percepciones económicas o para el 
cumplimiento de obligaciones de tracto 
único, que no puedan tener lugar después 
de extinguido el contrato, el plazo de un año 
se computará desde el día en que la acción 
pudiera ejercitarse, ello a tenor del artículo 59 
apartado 2 del citado texto legal.

En el caso que planteamos determinaremos 
si la reducción de un complemento retributivo 
supone una modificación sustancial de las 
condiciones de trabajo (artículo 41. 1. C del ET) y 
si el trascurso del tiempo desde la producción 
de aquella supone una aceptación tácita de la 
misma que se incorpora de forma definitiva 
al contrato de trabajo.

En concreto, si no se sigue el proceso 
establecido ni se alegan las causas habilitantes 
del citado artículo, no podemos concluir que 
estemos ante una modificación sustancial de 
las condiciones de trabajo, máxime si no se 
notifica a la persona trabajadora la decisión 
empresarial. La decisión de modificación 
sustancial de condiciones de trabajo de 
carácter individual deberá ser notificada por 
el empresario al trabajador afectado y a sus 
representantes legales con una antelación 
mínima de quince días a la fecha de su 
efectividad. 

Además, si no consta que la empresa 
notificara a la trabajadora su decisión, 
conforme obliga a hacer el citado artículo 

41, se derivarán las consecuencias que en 
la actualidad establece el artículo 138.1 de 
la LRJS (“El plazo -del artículo 59.4 ET-… no 
comenzará a computarse hasta que tenga 
lugar dicha notificación”). 

Entrando en el fondo del asunto, se debe 
indicar que la reducción unilateralmente 
decidida por la entidad empleadora del 
complemento retributivo no supone en 
puridad una modificación sustancial de las 
condiciones de trabajo aceptada tácitamente 
por la persona trabajadora, sino un claro 
incumplimiento empresarial de su obligación 
en materia salarial, con la consiguiente 
vulneración del derecho del trabajador a 
percibir la remuneración pactada (artículo 4 
apartado 2. f) del ET).

Esa incumplida obligación salarial es una 
obligación de tracto sucesivo, por lo que 
no prescribe el derecho al complemento 
cuestionado, sino el derecho a reclamar las 
cantidades vencidas y no cobradas, ni exigidas. 
No hay que olvidar que en las obligaciones 
de tracto sucesivo la acción para reclamar el 
cumplimiento de la obligación se mantiene 
viva mientras la obligación subsista, aunque 
la acción para reclamar diferencias salariales 
concretas siga el régimen prescriptivo 
general del año.

El trabajador no pierde el derecho a 
reclamar por la reducción de sueldo 
efectuada por la empresa, aunque tarde 
años en demandar. En definitiva, la falta 
de acción del empleado no es sinónimo de 
tolerancia, ni consolida la nueva situación. 
Así lo establece la reciente sentencia del 
Tribunal Supremo núm. 2371/2022 de 13 de 
junio de 2022, en la que avala la reclamación 

de una trabajadora que espera nueve años 
para demandar a su empresa por haberle 
reducido unilateralmente un complemento 
salarial. El Alto Tribunal considera, en suma, 
que la acción para acudir a la justicia en 
estos casos no prescribe para el empleado 
mientras siga trabajando en la empresa.

En el supuesto de hecho la trabajadora 
que prestaba sus servicios desde 1984 en 
una guardería recibía cada mes 470 euros en 
concepto de complemento de cooperativa. 
A la empresa inicial le sucedió en 2009 otra 
que redujo a la mitad este complemento, 
sin que la empleada presentara ninguna 
reclamación. Desde 2017, otra empresa se 
hizo cargo de la guardería y de la trabajadora 
manteniendo la reducción del salario. En 
noviembre de 2018 y con retroactividad de 
un año la trabajadora reclamó a la escuela 
infantil que le abonara la totalidad del citado 
complemento. La demanda fue estimada 
por el Juzgado de lo Social 2 de Burgos, sin 
embargo, el Tribunal Superior de Justicia de 
Castilla y León revocó la sentencia y dio la razón 
a la guardería por entender que la reducción 
a la mitad del complemento retributivo 
supuso una modificación sustancial de las 
condiciones de trabajo que, dado el largo 
tiempo desde aquella reducción (alrededor 
de nueve años) sin que se reclamara, supuso 
la aceptación tácita de dicha modificación 
que definitivamente se incorporó al contrato.

La cuestión que analiza ahora el Alto 
Tribunal es valorar si la reducción a la mitad 
de un determinado concepto salarial se ha 
consolidado porque la trabajadora ejerció la 
acción nueve años después. A este respecto, 
la Sala no comparte la decisión del Tribunal 
Superior de Justicia de Castilla y León 

porque no consta que la empresa notificara 
a la trabajadora su decisión de la reducción 
salarial.

Además, la guardería no alegó la existencia 
de probadas razones económicas, técnicas, 
organizativas o de producción para reducir 
el salario y tampoco siguió el procedimiento 
regulado en el artículo 41 del ET, para 
entender que se trata de un incumplimiento 
empresarial en materia salarial y que dicho 
incumplimiento es de una obligación de 
tracto o cumplimiento sucesivo, por lo que 
mientras la obligación subsista, la acción 
para reclamar continua latente. 

Tema del mes
Paula Amador

Abogada
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SITUACIÓN DEL RELEVISTA ANTE LA 
DENEGACIÓN DE LA JUBILACIÓN 

PARCIAL AL RELEVADO.

Sentencia del Tribunal Supremo de 
22/07/2022

¿Qué ocurre cuando una empresa 
formaliza un contrato de relevo por el 
pase a jubilación parcial de una persona 
trabajadora que ya tenía en plantilla, pero 
luego el INSS deniega la jubilación de 
ésta? 

Precisamente abordando este tema 
ha resuelto el Tribunal Supremo en 
Sentencia de fecha de 22 de julio de 
2022. Recordemos que en el marco de la 
jubilación parcial con contrato de relevo 
la empresa contrata a una nueva persona 
trabajadora para cubrir la jornada dejada 
vacante por quien pasa a jubilación parcial. 

Pues bien, siendo así, en el supuesto 
planteado, podría parecer que la 
conclusión lógica es que la denegación 
de la jubilación “deshaga” la contratación 
que, ad hoc, se realizó para cubrir la jornada 
vacante dejada por el trabajador a quien 
se pretendía relevar. Pero, ¿qué encaje 
tendría esta vuelta atrás en el Derecho del 
Trabajo?

En el supuesto enjuiciado la empresa, 
tras la denegación de la jubilación parcial 

a su trabajador, había procedido a 
finalizar la relación laboral del relevista 
entendiendo la imposibilidad de 
mantener el contrato del relevista al 
partir de la base de la imposibilidad 
de mantener el requisito esencial del 
contrato de relevo: la jubilación parcial 
del relevado. 

Esta vía de extinción de la relación 
laboral del relevista tuvo favorable 
acogida tanto en primera instancia ante 

Alicia López Román

COMENTARIO DE JURISPRUDENCIA
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el Juzgado de lo Social, como en fase de 
suplicación, donde el Tribunal Superior 
de Justicia ratificó la procedencia de la 
extinción realizada por la empresa. 

En ambas instancias se determinó que el 
supuesto enjuiciado no se encuadraría ni 
en el artículo 52 del ET -despido objetivo-, 
ni en ninguno de los supuestos de 
fuerza mayor del 49.1.h) del ET, ya que la 
imposibilidad de mantener el contrato de 
trabajo del relevista arranca de la falta de un 
requisito esencial para su mantenimiento 
cuál es la jubilación parcial del trabajador 
relevado. Y la consecuencia es que se 
extingue la relación laboral del relevista, 
sin percibir ningún tipo de indemnización 
extintiva.

Pues bien, el Tribunal Supremo para 
resolver la presente cuestión asimila esta 
situación aquí descrita a los supuestos 
en los que una persona trabajadora 
extranjera pierde su permiso de trabajo 
o a aquellos supuestos en los que se 
produce la falta de titulación necesaria 
para seguir ejerciendo la actividad laboral 
o a la pérdida del permiso de conducir 
cuando éste era inherente al objeto del 
contrato de trabajo. En estos estos casos, 
jurisprudencialmente se ha determinado 
que la vía correcta de extinción es la del 
artículo 52 del ET, esto es, la de los despidos 
objetivos. Y ello, por cuanto, la causa de la 
finalización es sobrevenida, imposibilita la 
continuación de la relación laboral y es en 
todo caso ajena a la empresa.

Aplicando esta doctrina al supuesto 
enjuiciado, lo cierto es que el contrato 
de relevo se concierta con la finalidad de 
sustituir a otra persona trabajadora que 
iba a jubilarse anticipadamente. Pero este 

COMENTARIO DE JURISPRUDENCIA
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hecho no supone que la denegación por el 
INSS del derecho de la persona sustituida a 
percibir la pensión de jubilación anticipada 
conlleve la extinción de la relación laboral 
del relevista sin derecho a indemnización 
alguna. El contrato de trabajo del relevista, 
que se concertó por tiempo indefinido, no 
condicionó la subsistencia de la relación 
laboral a la concesión de la pensión de 
jubilación anticipada al trabajador relevado. 
Y, por tanto, la denegación de la pensión de 
jubilación no conlleva necesariamente y de 
forma automática que el empleador esté 
obligado a extinguir el contrato de trabajo 
del relevista, en la medida que o bien, 
relevista y relevado pueden coexistir o, si no, 

la empresa deberá extinguir el contrato del 
trabajador relevista por la vía del artículo 52 
ET. 

De esta forma, el Tribunal Supremo 
concluye que, al suscribirse un contrato de 
relevo sin ninguna condición relacionada con 
la jubilación del trabajador relevado, no cabe 
extinguir dicho contrato, sin indemnización 
a favor de la persona despedida, por una 
causa ajena a su voluntad consistente en 
que el INSS ha denegado la pensión de 
jubilación al relevado. 

Por todo ello, la extinción de un contrato de 
relevo debido a la denegación de la jubilación 

del trabajador sustituido que genera un 
exceso de plantilla deberá articularse por 
los trámites del despido objetivo, siempre, 
eso sí, que no se plasme en el contrato del 
relevista una condición resolutoria vinculada 
a la aprobación de la prestación del relevado 
por parte del organismo competente de la 
Seguridad Social.

Comentario de jurisprudencia
Alicia López

Abogada
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¿ES NULA LA COMUNICACIÓN 
UNILATERAL DE LA EMPRESA EN 
QUE SE ESTABLECEN CRITERIOS DE 
USO DE DISPOSITIVOS DIGITALES?

NOTICIAS

El pasado 22 de julio de 2.022 fue dictada 
la Sentencia de la Audiencia Nacional 
núm. 114/2022 en la que se declara nula 
la comunicación efectuada por parte de 
la Empresa demandada a la plantilla y en 
la que les traslada los criterios de uso de 
los dispositivos digitales facilitados por la 
empresa. 

El caso enjuiciado se desarrolla en el seno 
de una empresa que, si bien desempeña su 
actividad localizada en un centro de trabajo 
en Madrid, también cuenta con personas 
trabajadoras que prestan sus servicios en 

modalidad de trabajo a distancia desde 
Barcelona. A tal efecto, la empresa notificó 
en enero de 2.022, en formato papel a las 
personas trabajadoras que prestaban sus 
servicios de forma presencial en Madrid y por 
correo electrónico a aquellas que lo hacían 
en modalidad a distancia, unas circulares 
en que trasladaba directrices sobre el uso 
de medios informáticos que, a juicio de 
FESIBAC CGT (sindicato con implantación 
en la empresa) vulneraba la Ley Orgánica 
3/2.018, de 5 de diciembre, de Protección de 
Datos Personales y garantía de los derechos 
digitales (en adelante, LOPDGDD). 

Así pues, consta como hecho probado 
de la sentencia, que en el clausulado de 
los contratos de trabajo suscritos con las 
personas trabajadoras se advertía a las 
mismas de la limitación del uso de los 
dispositivos digitales al uso privado de los 
mismos. 

En particular, la Audiencia Nacional se ha 
limitado, en este asunto, a determinar si la 
notificación efectuada había vulnerado el 
contenido del artículo 87.3 de la LOPDGDD 
o no. A este respecto, analizado el contenido 
del meritado artículo, se infiere del mismo no 
sólo el derecho a la protección de la intimidad 
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y la negativa al acceso indiscriminado a 
los equipos informáticos facilitados a las 
personas trabajadoras, sino – y aquí encuentra 
la Audiencia Nacional el argumento de su 
conclusión – que “corresponde al empleador, 
con la participación de los representantes 
de los trabajadores, establecer criterios de 
utilización de los dispositivos digitales”. 

En base a ello, concluye la Sala que la 
comunicación efectuada es nula y, por ende, 
la instrucción notificada a la platilla debe ser 
revocada, y ello por cuanto el empleador, 
de manera unilateral, y sin contar con 
participación alguna de la representación 
legal de los trabajadores, contraviniendo el 
contenido del artículo 87.3 de la LOPDGDD, 
establece los criterios de uso de dispositivos 
digitales. 

Es igualmente reseñable la conclusión que, 
in extremis, comparte la Sala en que traslada 
que resulta irrelevante que en los contratos 
de trabajo de las personas trabajadoras 
se advirtiera a éstas de que solo se podía 
efectuar un uso privado de los dispositivos 
digitales, pues, independientemente de ello, 
la decisión del empleador no puede pasar 
por alto a la representación legal de los 
trabajadores. 

  

“corresponde al empleador, con la participación de 
los representantes de los trabajadores, establecer 
criterios de utilización de los dispositivos digitales”
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El pasado 2 de agosto de 2.022 fue 
publicado en el BOE el Real Decreto-ley 
14/2022, de 1 de agosto, de medidas de 
sostenibilidad económica en el ámbito del 
transporte, en materia de becas y ayudas 
al estudio, así como de medidas de ahorro, 
eficiencia energética y de reducción de la 
dependencia energética del gas natural. 

En concreto y tal y como describe la 
exposición de motivos del Real Decreto-
ley 14/2022, existe una necesidad de ahorro 
de energía de carácter general, motivo por 
el cual a través de esta norma se persigue 
la adopción de medidas inmediatas que 
supongan un fomento de ahorro y eficiencia 
energética. Ese objetivo se pretende 
conseguir a través de la introducción de 
forma temporal de una serie de obligaciones 
sobre los edificios y locales que se encuentran 
sujetos a unas determinadas condiciones de 
temperatura en el marco del Real Decreto 
1027/2007, de 20 de julio, por el que se 
aprueba el Reglamento de Instalaciones 
Térmicas en los edificios (en adelante, RITE). 

El RITE ya alberga en su contenido, hasta el 
momento, una serie de obligaciones en aras 
de promover el consumo racional de energía 

MEDIDAS DE AHORRO Y EFICIENCIA 
ENERGÉTICA

NOTICIAS

en España; no obstante, el Real Decreto-ley 
14/2022, atendiendo al contexto y actuales 
circunstancias, establece un refuerzo 
puntual a las mismas, al menos, hasta el 
próximo 1 de noviembre de 2.023.

En particular, el Título V, Capítulo I sobre el 
Fomento del ahorro y la eficiencia energética, 
establece unos límites de la temperatura 
del aire en los recintos habitables 
acondicionados e indicados en la Inspección 
Técnica 3.8.1. del RITE, consistentes en: por 
un lado, una temperatura no superior a 19ºC 
en los recintos calefactados, y por otro, a una 
temperatura no inferior a 27ºC en los recintos 
refrigerados; estando dichas condiciones de 
temperatura referidas al mantenimiento de 
una humedad comprendida entre el 30% y 
el 70%.

Asimismo, la norma recoge que dichos 
recintos tendrán el deber de informar, por 
medio de carteles informativos o el uso de 
pantallas, de las medidas de aplicación que 
contribuyen al ahorro energético, tales como 
los límites de las temperaturas, información 
sobre ésta y la humedad, el sistema de cierre 
de puertas adecuado en caso de ser locales 
con acceso desde la calle, entre otras. 
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Sin embargo, las obligaciones 
mencionadas con anterioridad deberán, 
en su caso, atender al contenido del Real 
Decreto 486/1997, de 14 de abril, por el que 
se establecen las disposiciones mínimas de 
seguridad y salud en los lugares de trabajo. 
Esta cuestión viste una especial relevancia 
por cuanto el Real Decreto-ley 14/2022 indica 
que los umbrales de temperatura indicados 
en la misma deberán ajustarse al contenido 
del Real Decreto 486/1997 que, por ejemplo, 
establece que las condiciones ambientales 
en los lugares de trabajo no deben constituir 
una fuente de incomodidad o molestia 
para los trabajadores; debiendo evitarse las 
temperaturas y las humedades extremas, 
los cambios bruscos de temperatura, etc. 

En definitiva, las nuevas y temporales 
medidas deberán garantizar que en los 
centros de trabajo la temperatura no se 
convierta en un riesgo para la seguridad 
y salud de las personas trabajadoras de 
los mismos, lo que, sin lugar a duda, va a 
ser objeto de interpretaciones y posturas 
diferenciadas. 
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El pasado 18 de julio de 2.022 desestimó 
la Sala de lo Social del Tribunal Superior de 
Justicia de Murcia el recurso de suplicación, 
instado por la trabajadora, contra la 
sentencia de instancia que entendía como 
procedente el despido disciplinario acordado 
por la empresa ante la conducta de una 
trabajadora que no informó a la misma de 
que su hermano, con el que convivía, había 
sido contagiado por el virus Covid-19 y se 
encontraba de baja médica por dicha causa. 

En el supuesto enjuiciado, la empresa 
adoptó dicha decisión al entender que, con su 
conducta, la trabajadora había contravenido 
el protocolo de actuación contra el Covid-19 
establecido por la empresa y del cual ésta 
tenía conocimiento, habiendo convivido con 
su hermano, contagiado del citado virus. 
Pese a ello, la trabajadora había acudido al 
centro de trabajo, guardando silencio acerca 
de dicha convivencia con una persona 
contagiada. Entendió la empresa de este 
actuar que la actora había puesto en peligro 
con su comportamiento la seguridad de 
las personas que prestaban servicios en la 
empresa, el ciclo productivo y a la sociedad 

en general; incumpliendo tanto lrmativa 
interna, como la establecida por las 
autoridades sanitarias. 

A la vista de las circunstancias, entendió 
el Magistrado de instancia que la conducta 
mantenida por parte de la trabajadora 
podía ser perfectamente tipificada como 
una falta muy grave, y que, por ende, el 
despido debía ser considerado procedente. 
En concreto, dicha postura atendió, por un 
lado, al razonamiento de que, si bien no 
había quedado acreditado de forma directa 
el conocimiento por parte de la actora del 
resultado positivo de su hermano, este 
hecho, a su vez, resultaba casi imposible 
de probar, salvo que la propia actora así lo 
admitiera, pudiendo llegar a considerarse 
una “prueba diabólica”. 

Así pues, emplea el Magistrado de 
instancia las reglas de la sana crítica 
para apuntar como más que razonable el 
hecho de la actora fuera conocedora de 
dicho resultado, siendo que convivía con 
su hermano y encontrándose éste de baja. 

JUSTIFICADO EL DESPIDO POR 
ACUDIR AL CENTRO DE TRABAJO 

SIENDO CONVIVIENTE DE UN 
POSITIVO EN COVID-19

NOTICIAS

Por otor lado, el juzgador de instancia 
concluyó, y así lo hizo también la Sala del 
TSJ que, ante la ausencia de comunicación 
por parte de la trabajadora a la empresa del 
positivo de su hermano, ésta no solo había 
incumplido el protocolo implantado a tal 
efecto, sino también el establecido a nivel 
nacional por las autoridades sanitarias y 
que era de general conocimiento por toda 
la población y que, en la fecha del positivo 
de su hermano, 20 de agosto de 2.020, 
exigía que cualquier persona que hubiera 
tenido contacto estrecho con un positivo 
debía personarse en un centro médico y 
comunicarlo a su empresa o en cualquier 
ámbito en el que se pudieran producir los 
contagios. 

Por todo ello, el TSJ ratifica la sentencia de 
instancia quedando justificada la decisión de 
la empresa por haberse cometido una falta 
muy grave de fraude, deslealtad o abuso 
de confianza y desobediencia continuada 
tipificada en el Convenio Colectivo de 
aplicación. 
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¿ti

¿TIENE DERECHO EL PADRE A 
DISFRUTAR DEL PERMISO POR 
LACTANCIA EN EL SUPUESTO DE 
QUE LA MADRE NO TRABAJE? En 
el asunto enjuiciado un trabajador 
reclamó el reconocimiento del derecho 
a disfrutar del permiso de lactancia tras 
el nacimiento de su hijo menor de nueve 
meses, siéndole éste denegado por la 
empleadora al no desempeñar, la madre 
del susodicho, ningún trabajo retribuido. 
A este respecto, entiende la Sala que, 
pese a ser inusual, es necesario examinar 
el tenor literal del artículo 37.4 ET habida 
cuenta de las diversas redacciones que ha 
sufrido a lo largo del tiempo, realizando 
una breve exposición de las redacciones 
de este derecho desde la Ley 8/1980, de 10 
de marzo, del Estatuto de los Trabajadores.

La controversia jurídica en el asunto 
gira necesariamente en torno al análisis 
de la naturaleza y finalidad del permiso 
de lactancia cuando, como sucede en el 
caso de autos, uno de los progenitores no 
trabaja; si bien teniendo en consideración 
que la redacción a tener en cuenta es la 
del artículo 37.4 en su versión durante el 
año 2.018 (redacción de la Ley 3/2012) que 
rubricaba: que el permiso de lactancia 
“solo podrá ser ejercido por uno de los 
progenitores en caso de que ambos 
trabajen”. 

Las conclusiones que alcanza el Tribunal 
Supremo en lo que respecta al caso en 
particular pasan por cómo el propio 
tenor literal de la norma señala hasta 
por tres veces que el derecho contenido 
en el artículo 37.4 del ET es un derecho 
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que pertenece, de forma originaria, a la 
persona que trabaja, no vinculándolo 
a las circunstancias de otro progenitor. 
A mayor abundamiento, apunta la Sala 
que tampoco se puede observar una 
restricción como la aplicada por parte 
de la empresa, siendo que, si esa hubiera 
sido la voluntad del legislador, así lo 
hubiera explicitado; puesto que no se 
especifica qué sucede cuando uno de los 
progenitores no trabaja.

 En la resolución, la Sala hace un 
análisis, entre otras cuestiones, de cómo 
la doctrina constitucional pone en manos 
del legislador el modo en que haya de 
evolucionar el disfrute de permisos 
asociados al nacimiento o la lactancia, así 
como de jurisprudencia constitucional y 
de la especialmente relevante Sentencia 
del TJUE de 30 de septiembre de 2010, 
(C-104/09 (TJCE 2010, 280) ) Roca Álvarez), 
que considera opuesta al Derecho 
Comunitario la medida nacional que 
atribuye permisos parentales de un modo 
distinto a los hombres y las mujeres.  

En definitiva, decide el Tribunal 
desestimar el recurso interpuesto por la 
Empresa al entender que es la postura 
más acorde con la doctrina del TJUE, 
tratando de proteger el derecho del 
trabajador a no ser discriminado y que 
ésta se ve reforzada con el contenido de 
los artículos 4 y 15 de la Ley Orgánica de 
Igualdad de trato de oportunidad entre 
mujeres y hombres que albergan el 
principio conocido como perspectiva de 
género. 

SENTENCIAS DEL MES

La cuestión planteada por el abogado 
del trabajador y resuelta por el Tribunal 
Supremo se centra en determinar si 
la sentencia dictada en la instancia, 
resolviendo un procedimiento de 
conciliación de la vida familiar con 
denuncia de vulneración de derechos 
fundamentales, tiene acceso al recurso de 
suplicación y, de ser así, la incongruencia 
omisiva en la que ha incurrido la 
sentencia recurrida al no dar respuesta a 
la pretensión de adecuación de la jornada 
solicitada. 

Pues bien, el contexto del asunto se 
inicia cuando el trabajador interpone 
frente a la sentencia del Juzgado de lo 
Social que desestimó su pretensión, la 
cual giraba en torno a la denegación de su 
solicitud de adaptación de la jornada con 
base al artículo 34.8 del ET, invocando los 
artículos 14 y 39 de la Constitución, recurso 
de suplicación que era ofrecido por la 
resolución de instancia al reclamarse una 
acción de daños y perjuicios por importe 
de 3.000€. 

Así pues, la Sala de suplicación desestima 
el meritado recurso y confirma el 
pronunciamiento de instancia, haciendo 
suyos los argumentos de oposición 
vertidos por la parte recurrida que alegó 
que la cuantía no superaba los 3.000€, 
además de que la mera invocación de 
los preceptos constitucionales no implica 
necesariamente que se tenga acceso al 
proceso especial de tutela de derechos 
fundamentales y, por consiguiente, a sus 
consecuencias procesales. 

En este sentido, el Tribunal Supremo 
recuerda en primer lugar la doctrina de la 
Sala en lo que respecta al acceso al recurso 
de suplicación en materia de conciliación 
de la vida familiar y laboral cuando lleva 
acumulada una reclamación de daños y 
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perjuicios que supera los 3.000€; siendo 
que de ser éste el único motivo, el recurso 
debería haberse visto desestimado. 

No obstante, señala la Sala que 
hay otras circunstancias a tener en 
consideración, más que la cuantía; como 
es, en el caso en particular, la tutela de 
derechos fundamentales. Así pues, pone 
de relieve que, pese a que la sentencia 
recurrida pusiera de manifiesto que no 
bastaba alegar un derecho fundamental 
para garantizar el acceso al recurso, la 
realidad es que durante la tramitación 
en la instancia del procedimiento ya se 
dio al proceso el alcance de afectar la 
pretensión de derechos fundamentales, 
dando entrada en el mismo a la figura 
del Ministerio Fiscal, sin que por la parte 
demandada se hiciera alegación alguna 
al respecto. 

Por todo ello concluye la Sala que si 
bien es cierto que entre los argumentos 
que ofreció la sentencia recurrida se 
alude a que la sentencia de instancia 
ya había rechazado la vulneración 
de derechos fundamentales ante la 
falta de identificación de la concreta 
causa u origen del distinto trato, dicha 
argumentación afecta al fondo del 
asunto, pero no a la forma y por tanto, no 
afecta a la realidad de que se ha tramitado 
un proceso de conciliación de la vida 
familiar con denuncia de vulneración de 
derechos fundamentales que la parte ha 
mantenido durante todo el proceso. 

En definitiva, señala el Tribunal 
Supremo que el acceso al recurso no 
viene determinado por el signo del fallo, 
como parece que se intenta defender en 
los argumentos de la sentencia recurrida, 
sino por la pretensión articulada en 
demanda; en base a lo cual, estiman el 
recurso interpuesto por el trabajador. 
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La Audiencia Nacional, en que la 
Sala ha desestimado la demanda en 
procedimiento de impugnación de 
Convenio Colectivo interpuesta por 
un sindicato cuya pretensión era la 
declaración de nulidad de un artículo del 
texto convencional que preveía un control 
por parte de la empresa del contenido 
de las comunicaciones emitidas por el 
sindicato a las personas trabajadoras y 
la potestad de autorizar o no la posterior 
difusión a través de correos electrónicos 
masivos. 

En concreto, el artículo 82 del convenio 
colectivo, en este caso de empresa, 
establece la regulación del uso de 
herramientas informáticas y medios 
técnicos, que contempla la Intranet 
y portal sindical como medio para la 
publicación y difusión de contenidos, con 
un sistema de contacto integrado con los 
representantes de los trabajadores y, el 
correo electrónico para el uso racional y 
adecuado en los procesos de negociación 
colectiva, a grandes rasgos.

En atención a la regulación indicada 
en el texto convencional, el sindicato 
sostiene que la empresa tiene la potestad 
de realizar una fiscalización y control del 
contenido de las informaciones remitidas 
a los trabajadores, argumento apoyado 
por la situación originada tras la negativa 
a una comunicación masiva por correo 
electrónico efectuada por la empresa. En 
base a ello, alega el sindicato la existencia 
de vulneración del derecho a la libertad 
sindical y del secreto de comunicaciones. 

A este respecto, la Sala recuerda la ya 
conocida doctrina constitucional en que 
se reconoce que la información sindical 
forma parte del contenido esencial del 
derecho fundamental, así como que el 
sindicato puede hacer efectiva dicha 
información por medio de los cauces 
previstos en la ley y de otros, siempre que 
respete la normalidad productiva. En esta 
línea, es sabido que el empresario tiene 
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que asumir ciertas cargas dirigidas a hacer 
efectivo el hecho sindical informativo. 

Ello, no obstante, la sentencia de la 
Audiencia Nacional considera que, en 
primer lugar, la interpretación realizada 
por el sindicato del precepto convencional 
es sesgada y descontextualizada. Señala 
la Sala que el hecho de que el convenio 
emplee un tiempo verbal imperativo 
para referirse a la publicación de 
informaciones en la intranet revela que 
de forma automática, toda información 
comunicada por un sindicato, se publica 
en dicha vía para su conocimiento por 
todos los trabajadores, cumpliendo así 
las previsiones de medio prioritario de 
canalización de la información; y no así 
el correo electrónico como se pretende 
hacer ver por el sindicato.

Partiendo del uso descrito de la Intranet, 
considera la Sala que el conocimiento del 
contenido de la comunicación se hace 
imprescindible para que por la empresa 
se valore si concurren los presupuestos 
que habilitan la publicación de la 
información a través de correos masivos, 
sin que de lo expuesto se concluya 
que dicho conocimiento cumple una 
función de fiscalización, control o filtro 
de la información. Siendo, además, que 
la negativa al envío de correos masivos 
expuesta por el sindicato se trató de un 
hecho aislado y motivada por la ausencia 
de justificación de una nueva información 
sobre el asunto en cuestión. 

Finalmente, no habiéndose considerado 
vulnerado el derecho a la libertad sindical, 
tampoco así se entiende el secreto de 
las comunicaciones, y ello al tener en 
cuenta que las informaciones en cuestión 
podrían haber sido objeto de remisión en 
correos masivos, que, por ende, no gozan 
de un carácter confidencial, siendo su 
destino la publicación en la intranet de la 
empresa, con acceso posible de cualquier 
trabajador. 
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